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CASO MIEMBROS DE LA CORPORACIÓN 
COLECTIVO DE ABOGADOS JOSÉ ALVEAR 
RESTREPO VS. COLOMBIA 

 
Información del caso: 

El presente caso se relaciona con alegados hechos de violencia, intimidación, 

hostigamiento y amenazas en contra de los miembros de la Corporación Colectivo de 

Abogados "José Alvear Restrepo” (CAJAR) desde la década de 1990 y hasta la actualidad, 

vinculados a sus actividades de defensa de los derechos humanos. Se alega que los 

miembros del CAJAR han sido víctimas de múltiples eventos de amenazas, 

hostigamientos y seguimientos en diversos lugares por parte de personas cuya identidad 

no se encuentra acreditada a fin de establecer si se trató o no de agentes estatales. Sin 

embargo, se argumenta que el Estado realizó acciones que contribuyeron activamente 

a la materialización de los hechos de violencia, tales como labores arbitrarias de 

inteligencia, así como pronunciamientos estigmatizantes por parte de altos funcionarios. 

Específicamente en relación con las presuntas actividades de inteligencia, se argumenta 

que las labores del Departamento Administrativo de Seguridad (DAS) a través de un 

grupo especial de inteligencia estratégica incluyeron monitorear las actividades laborales 

de los miembros del CAJAR; interceptar sus llamadas de teléfonos fijos y celulares, y 

correos electrónicos; y realizar fichas personales de cada integrante con sus datos 

personales. En este sentido, se alega que Colombia no satisfizo el requisito de legalidad 

para la realización de las actividades de seguimiento y vigilancia a los miembros del 

CAJAR. Asimismo, se alude a que dichas actividades se realizaron sin ningún tipo de 

control judicial. Además, en cuanto a la posible justificación de dicha interferencia, se 

arguye que el Estado no invocó finalidad legítima alguna perseguida mediante tales 

labores de inteligencia ni presentó elementos que permitieran efectuar un análisis de 

idoneidad, necesidad y proporcionalidad de tales medidas a la luz de una posible finalidad 

legítima. Por ello, se alega la ilegalidad y arbitrariedad de las labores de inteligencia del 

DAS en perjuicio de los integrantes del CAJAR. 

Por otro lado, se argumenta que las medidas protección física a favor de integrantes del 

CAJAR adoptadas por el Estado, al ser evaluadas dentro de un contexto de falta de 

esclarecimiento e impunidad total de los hechos denunciados, de labores arbitrarias de 

inteligencia y seguimiento, así como de pronunciamientos estigmatizantes por parte de 

altos funcionarios, resultaban manifiestamente insuficientes para acreditar que el Estado 

cumpliera su deber de protección. Por el contrario, se alega que dichas acciones 

constituyeron una violación al deber de respeto, al haberse hecho parte el propio Estado 

del riesgo enfrentado por el CAJAR, así como al mostrarse tolerante y aquiescente 

respecto de los hechos en su contra. 

Así, se alega que tales acciones y omisiones de parte del Estado afectaron las actividades 

regulares de la organización, y generaron un efecto amedrentador para que los 

integrantes del CAJAR ejercieran su libertad de expresión y asociación en sus labores de 

defensa de los derechos humanos. Además, se alega que el Estado no realizó una 

investigación seria y exhaustiva encaminada al conocimiento de la verdad sobre los 

hechos, a la individualización de los responsables, a desentrañar las fuentes de riesgo 
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que enfrentaba el CAJAR mediante investigaciones diligentes en conjunto y tomando en 

cuenta el contexto y a imponer las sanciones respectivas. Así, se arguye que el Estado 

no proporcionó a las presuntas víctimas un recurso idóneo para atender sus 

reclamaciones relacionadas con el acceso a la información de la base de datos de 

inteligencia militar. Finalmente, se alega que la situación vivida por las presuntas 

víctimas generó gran inseguridad y un temor fundado, lo cual provocó el exilio de varios 

miembros del CAJAR junto con sus respectivas familias, que tenían entre sus integrantes 

a sus hijos, menores de edad. 

 

 

Fecha de ingreso: 8 de julio de 2020. 

Recibo de anexos: 29 de julio de 2020. 

Notificación: 7 de septiembre de 2020. 

Recibo de Escrito de Solicitudes Argumentos y 
Pruebas (ESAP): 

 
9 y 10 de noviembre de 2020. 

 
Recibo de los anexos del ESAP: 

11, 13 y 27 de noviembre y 19 de 

diciembre de 2020 y 4 de enero de 

2021. 

Notificación del ESAP: 12 de febrero de 2021. 

Contestación del Estado: 17 de mayo de 2021. 

Recibo de los anexos: 7 de junio y 9 de julio de 2021. 

Notificación de la Contestación: 22 de junio y 4 de agosto de 2021. 

  
Notificación de la Resolución de convocatoria a 
audiencia: 

7 de abril de 2022. 

Audiencia pública: 12 y 13 de mayo de 2022. 

Alegatos y observaciones finales: 13 de junio de 2022. 

 


